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EJ RAD. 2015-00452-00 

 

JUZGADO DIECISIETE CIVIL MUNICIPAL DE BUCARAMANGA 

  

Bucaramanga, dieciséis (16) de diciembre de dos mil veinte (2020). 

 

Procede el Despacho, a resolver lo que en derecho corresponda respecto del 

incidente de actuación correctiva iniciado en contra de la señora MAGDA FARINAL 

MANCILLA HERNANDEZ, en su calidad de directora de la Tesorería de la Secretaría 

de Hacienda del Departamento de Santander, de conformidad con lo establecido en 

el artículo 44 del C.G.P. 

 

ANTECEDENTES 

 

El demandante a través de su apoderado judicial, radicado el día 28 de junio de 

2020, petición la apertura de incidente de sanción a la Tesorera de la Secretaría 

de Hacienda del Departamento de Santander, por incumplimiento a la ordene de 

medida cautelar decretadas, en cuanto al embargo y retención de los dineros 

adeudados por la seccional al CONSORCIO HOSPITAL PUERTO WILCHEZ, en desarrollo 

de la licitación pública 1423. 

 

Mediante auto de 03 de agosto de 2020, se abrió el incidente de actuación 

correctiva, corriéndosele traslado a la doctora MAGDA FARINA MANCILLA HERNÁNDEZ, 

directora de Tesorería de la  Secretaría  de  Hacienda  del  Departamento  de  

Santander,  por  el  término  de  3 días  para  que  se pronunciara,  adjuntara 

y  pidiera  las  pruebas  que  pretendiera  hacer  valer,  respecto del motivo 

por el cual no se había dado cumplimiento a la medida cautelar de embargo y 

retención del 100% de  los  dineros  que  por  cualquier  concepto  llegare  

adeudarle  ese ente territorial  al CONSORCIO  HOSPITAL  PUERTO  WILCHES,  en  

especial  en  el desarrollo de la licitación pública 1423. Medida que se decretó 

en auto del 18 de febrero de 2016, comunicada mediante oficio N° 614 de la misma 

fecha y reiterada mediante autos de fechas 11 de septiembre de 2017 y 12 de junio 

de 2018, comunicadas mediante oficio N° 3434 y 2052 de la misma fecha, 

respectivamente, los cuales fueron radicados los días 19 de febrero de 2016 

(radicado 20160023935), 17 de enero de 2018 (radicado 20180006455) y 20 de junio 

de 2018 (radicado 20180102652). 

 

Lo anterior, teniendo en cuenta que en escrito radicado el  31  de mayo  de  

2016(radicado  20160075223  del  25/05/16), se informó a este despacho que se 

tomaba nota de la medida cautelar y posteriormente  mediante  oficio  N°  677605  

del  28  de  agosto  de  2016(radicado 20160131684 del 28/08/16), y radicado en 

secretaria del despacho, el 02 de septiembre de 2016, indicaron que el último 

pago realizado a la firma CONSORCIO HOSPITAL PUERTO WILCHES, fue el día 14 de 

mayo de 2015 por valor de $156.956.007 y quedaba pendiente por pago final la 

suma de $118.989.762. 

 

El 21 de octubre de 2020, la incidentada descorre el traslado indicando que: 

“revisada la plataforma Guane financiero de la Gobernación de Santander, me 

permito relacionar el pago final realizado a nombre del CONSORCIO HOSPITAL PUERTO 

WILCHES, soportado en el comprobante de egreso No. 17011715 de fecha noviembre 

7 de 2017, por un valor neto de CERO PESOS M/CTE ($0.00), teniendo en cuenta la 

aplicación de retenciones y embargos del 100% de los dineros del contratista por 

orden judicial y puestos a disposición en su respectivo deposito en cuentas del 

Banco Agrario.” 

 

En auto del 19 de noviembre hogaño, se decretó como prueba de oficio, 

requerimiento a la incidentada, para que, informara de manera detallada, las  

retenciones  por  concepto  de  embargo realizadas  al contratista  demandado  

CONSORCIO HOSPITAL  PUERTO  WILCHES, estipuladas en el COMPROBANTE DE EGRESO N° 

17011715, del 07 de noviembre de 2017, Orden de pago N° OC 17004894, determinando, 
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a que entidad judicial o estrado judicial, le fue realizado la transferencia a 

través de Banco Agrario de Colombia, como el radicado del expediente y de ser 

posible adosar soportes de los mismos.   

 

El pasado 03 de diciembre, la incidentada informó que: 

 

“me permito dar respuesta sobre la actuación desarrollada de la Dirección Técnica 

de Tesorería de la Gobernación de Santander, ante las órdenes judiciales 

impartidas de retención y embargo de los recursos adeudados al CONSORCIO HOSPITAL 

PUERTO WILCHES identificado con NIT- No. 900645069-0, de la siguiente manera: 

  

PRIMERO: En concordancia con lo solicitado por su honorable despacho a 

continuación se describe uno a uno las medidas de embargo y retención decretadas 

por cada juzgado en contra del CONSORCIO HOSPITAL PUERTO WILCHES, de la siguiente 

manera: 

  

JUZGADO 14 CIVIL MUNICIPAL DE BUCARAMANGA, mediante oficio No. 4071 del 09 de 

septiembre de 2015.  

 

JUZGADO 18 CIVIL MUNICIPAL DE BUCARAMANGA, mediante oficios No. 4719 del 13 de 

octubre de 2015; 4717 del 13 de octubre de 2015; 4718 del 13 de octubre de 2015.  

 

JUZGADO 10 CIVIL MUNICIPAL DE BUCARAMANGA, mediante oficio No. 2505 del 21 de 

octubre de 2015.  

SEGUNDO: En procura de dar cumplimiento a lo requerido a continuación se 

relaciona cuadro por medio del cual se describen los valores aplicados por cada 

medida cautelar.  

 

 
 

A la par, adosó el siguiente material probatorio: 
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CONSIDERACIONES 
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De conformidad con lo dispuesto en el artículo 44 del Código General del Proceso, 

el juez se encuentra investido de poderes correccionales, entre otros, del 

siguiente:  

 

"3. Sancionar con multas hasta por diez (10) salarios mínimos legales mensuales 

vigentes (smlmv) a sus empleados, a los demás empleados públicos y a los 

particulares que sin justa causa incumplan las órdenes que les imparta en 

ejercicio de sus funciones o demoren su ejecución."  

 

En cuanto al procedimiento para hacer efectiva la sanción, el parágrafo de la 

norma en cita prescribe así: 

 

“Para la imposición de las sanciones previstas en los cinco primeros numerales, 

el juez seguirá el procedimiento previsto en el artículo 59 de la Ley Estatutaria 

de la Administración de Justicia. El juez aplicará la respectiva sanción, 

teniendo en cuenta la gravedad de la falta. 

 

Cuando el infractor no se encuentre presente, la sanción se impondrá por medio 

de incidente que se tramitará en forma independiente de la actuación principal 

del proceso.  

 

Contra las sanciones correccionales solo procede el recurso de reposición, que 

se resolverá de plano." 

 

La Corte Constitucional en sentencia C - 218 de 1996, analizando la exequibilidad 

del numeral 2 del artículo 39 del Código de Procedimiento Civil, en el cual se 

consagraba el poder correccional del juez relativo a la facultad de sancionar 

con pena de arresto hasta de cinco días a quienes le falten al debido respeto 

en el ejercicio de sus funciones o por razón de ello, señaló lo siguiente, que 

válidamente resulta aplicable al caso bajo análisis:  

 

"El Juez, como máxima autoridad responsable del proceso, está en la obligación 

de garantizar el normal desarrollo del mismo, la realización de todos y cada uno 

de los derechos de quienes en él actúan, y, obviamente, de la sociedad en general, 

pues su labor trasciende el interés particular de las partes en conflicto. Para 

ello el legislador lo dota de una serie de instrumentos que posibilitan su labor, 

sin los cuales le sería difícil mantener el orden y la disciplina que son 

esenciales en espacios en los cuales se controvierten derechos y se dirimen 

situaciones en las que predominan conflictos de intereses, tales instrumentos, 

a su vez, se erigen en poderes, los cuales esta Corporación ha definido de la 

siguiente manera:  

 

‘Los mencionados poderes se traducen en unas competencias específicas que se 

asignan a los jueces para imponer sanciones de naturaleza disciplinaria a sus 

empleados, o correccionales a los demás empleados públicos, o los particulares... 

Las sanciones que el Juez impone a los empleados de su despacho tienen un 

contenido y una esencia administrativa y los respectivos actos son actos 

administrativos, contra los cuales proceden los recursos gubernativos y las 

acciones contencioso administrativas; en cambio, los actos que imponen sanciones 

a particulares, son jurisdiccionales, desde los puntos de vista orgánico, 

funcional y material...’ (Corte Constitucional, Sentencia T-351 de 1993, M.P. 

Dr. Antonio Barrera Carbonell). 

 

No obstante, el ejercicio de ese poder disciplinario, que desata decisiones de 

carácter jurisdiccional, ha de armonizarse con el respeto y cumplimiento estricto 

de los derechos fundamentales y los principios superiores consagrados en la Carta 

Política; por eso, teniendo en cuenta que en el ordenamiento superior vigente 

la libertad de las personas se constituye en un valor esencial, en un derecho 

inalienable protegido a través de diferentes mecanismos, las sanciones de tipo 

correccional que imponga el juez a los particulares en ejercicio de sus funciones 

o en razón de ellas, han de inscribirse en un marco de estricto sometimiento al 
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debido proceso, de acuerdo con lo señalado en el artículo 29 de la C.N., 

procedimiento que en el caso que nos ocupa se encuentra consagrado en la misma 

norma impugnada. 

 

Lo anterior quiere decir, que si bien se acepta la legitimidad y 

constitucionalidad de los poderes disciplinarios que el legislador le dio al 

Juez como director y responsable del "proceso", con el objeto de que este pueda 

mantener incólume el principio de autoridad que le es esencial para el 

cumplimiento de sus funciones, y su concordancia y coherencia con el ordenamiento 

superior vigente, el ejercicio de los mismos está sujeto en todo a lo dispuesto 

en el artículo 29 de la Carta, que consagra el derecho fundamental al debido 

proceso en toda clase de actuaciones, sean estas judiciales o administrativas.  

 

(...) las sanciones de tipo correccional que impone el Juez, en ejercicio de los 

poderes disciplinarios que la norma impugnada le otorga, como director y 

responsable del proceso, no tienen el carácter de "condena", son medidas 

correccionales que adopta excepcionalmente el funcionario, con el objeto de 

garantizar el cumplimiento de sus deberes esenciales, consagrados en el artículo 

37 del Código de Procedimiento Civil.  

 

Tales medidas son procedentes, siempre que se cumplan los siguientes 

presupuestos: 

 

Que el comportamiento que origina la sanción correctiva constituya, por acción 

u omisión, una falta al respeto que se le debe al juez como depositario que es 

del poder de jurisdicción; que exista una relación de causalidad entre los hechos 

constitutivos de la falta y la actividad del funcionario judicial que impone la 

sanción (en criterio del Despacho, lo subrayado, aplicado al caso concreto, puede 

remplazarse por ‘un incumplimiento o demora en la ejecución de una orden 

impartida por un juez en ejercicio de sus funciones); que con anterioridad a la 

expedición del acto a través del cual se impone la sanción, y con el fin de 

garantizar el debido proceso, el infractor tenga la posibilidad de ser oído y 

la oportunidad de aportar pruebas o solicitar la práctica de las mismas..., que 

la falta imputada al infractor esté suficientemente comprobada...’, que la 

sanción se imponga a través de resolución motivada, en la cual se precise,...la 

naturaleza de la falta, las circunstancias en la que la misma se produjo, su 

gravedad, la culpabilidad del infractor y los criterios tenidos en cuenta para 

dosificar la sanción; que dicha resolución se notifique personalmente, señalando 

que contra ella procede el recurso de reposición. Cumplidos los anteriores 

presupuestos, se cumple de manera estricta el debido proceso." 

 

Preceptúa el artículo 42 del CGP que es deber del juez "[d]irigir el proceso, 

velar por su rápida solución, presidir las audiencias, adoptar las medidas 

conducentes para impedir la paralización y dilación del proceso y procurar la 

mayor economía procesal."  

 

Bajo los anteriores preceptos normativos y jurisprudenciales, corresponde al 

Despacho determinar si la conducta desplegada por la señora MAGDA FARINAL MANCILLA 
HERNADEZ, en su calidad de directora de la Tesorería de la Secretaría de Hacienda 

del Departamento de Santander, en los hechos u omisiones que dieron origen al 

presente incidente, cumplen con los presupuestos indicados por la Corte 

Constitucional para ser meritorios de sanción correctiva, veamos: 

 

• Mediante auto de fecha 18 de febrero de 2016, se decretó la medida de 

embargo y retención del 100% de los  dineros  que  por  cualquier  concepto  

llegare  adeudarle  el Departamento de Santander,  al CONSORCIO  HOSPITAL  

PUERTO  WILCHES,  en  especial  en  el desarrollo de la licitación pública 

1423, cautelar que le fue debidamente notificada a la Tesorería 

Departamental, y de cuya práctica, le fue reiterada posteriormente, cuya 

entidad territorial, el día 02 de septiembre de 2016, manifestó que el 

último pago realizado al Consorcio demandado, fue el día 14 de mayo de 
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2015 por valor de $156.956.007 y quedaba pendiente por pago final la suma 

de $118.989.762, sin determinar si este valor sería dejado a favor del 

presente tramite ejecutivo. 

 

• Durante el presente tramite incidental, la convocada señala que ante las 

órdenes judiciales impartidas de retención y embargo de los recursos 

adeudados al CONSORCIO HOSPITAL PUERTO WILCHES, fueron dejados a 

disposición de los Juzgados Catorce, Dieciocho y decimo Civiles 

Municipales de la ciudad. 

 

De acuerdo al material probatorio, es posible afirmar que las órdenes de embargo 

y retención de dineros tanto del consorcio, como de las sociedades demandadas 

que lo conforman, fueron radicados ante el Departamento de Santander, con 

antelación a la radicación de la cautela decretada en este trámite, es decir, 

otra célula judicial, en este caso, el Juzgado Catorce Civil Municipal de la 

ciudad, ejecutivo 2015-00297-00, y posteriormente, se presentaron otros 

embargos, siendo el de este Juzgado tramitada solo hasta el 19 de febrero de 

2016, existiendo antes como ya se dijo otros embargos, aplicándose el apotegma 

“primero en el tiempo primero en el derecho” 

 

Por lo tanto, al tenerse embargos anteriores, a la orden cautelar decretada por 

este Juzgado, se aprecia una imposibilidad por parte de la incidentada, de dejar 

a favor de este ejecutivo, los dineros retenidos a la parte demandada, como bien 

se aprecia de los soportes adosados en el material probatorio. 

 

En conclusión, no se desprende por parte de la incidentada, omisión o demora, 

en el cumplimiento de la orden cautelar decretada mediante providencia de fecha 

18 de febrero de 2016, ya que al existir órdenes judiciales anteriores de los 

Juzgados Catorce, Dieciocho y decimo Civiles Municipales de la ciudad, 

imposibilitaban dejar a disposición dineros retenidos a la parte demandada. 

 

Así las cosas, se ordena el cierre el presente incidente, al no existir causal 

de sanción de la incidentada MAGDA FARINAL MANCILLA HERNADEZ, en su calidad de 

directora de la Tesorería de la Secretaría de Hacienda del Departamento de 

Santander  

 

Por lo expuesto, el Juzgado Diecisiete Civil Municipal de Bucaramanga,  

 

R E S U E L V E 

 

ORDENAR el cierre del presente incidente de acción correctiva en contra de la 

señora MAGDA FARINAL MANCILLA HERNADEZ, en su calidad de directora de la 

Tesorería de la Secretaría de Hacienda del Departamento de Santander, al no 

existir causal de sanción en el cumplimiento de la orden de embargo decretada 

en providencia de fecha 18 de febrero de 2016. 

 

NOTIFÍQUESE,  

 
 

 

 

ZAYRA MILENA APARICIO BENAVIDES 

Juez 

 

 

NOTIFICACIÓN POR ESTADO: 

 

LA PROVIDENCIA ANTERIOR ES NOTIFICADA 

ESTADO NRO. 149  

HOY, 18 de diciembre de 2020

 
VERONICA MENESES SUAREZ  

Secretaria 

Secretario Ad-hoc 

 

 


